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Este trabajo revisa las diferentes etapas de la cadena de valor del narcotráfico en Colombia, 
empezando por el cultivo de la hoja de coca, pasando por el microtráfico en ciudades del país 
y el lavado de las rentas provenientes de este negocio. Asimismo, revisa las implicaciones que 
sobre la cadena del narcotráfico tiene la firma de un acuerdo entre el Gobierno Nacional y las 
FARC. Esta revisión hizo evidentes dos retos principales de cara al posacuerdo:
Primero, la lucha contra la cadena del narcotráfico se ha fundamentado en acciones dirigidas 
a los eslabones más fáciles de atacar, que a su vez son los menos valor agregado generan en 
el negocio. En particular, gran parte de los recursos se ha orientado a la reducción de cultivos 
ilícitos enfrentando campesinos cultivadores, con menos acciones dirigidas a la destrucción de 
laboratorios e interdicción, pocas al microtráfico y casi ninguna al lavado de activos. Esto tiene 
serias implicaciones sobre la legitimidad del Estado y sobre resultados tangibles que logren 
disminuir de manera significativa las rentas del tráfico de cocaína.
Segundo, no es claro que el Gobierno Nacional tenga la capacidad de copar los espacios de 
control territorial que tienen hoy las FARC. Este grupo armado ilegal controla gran parte de los 
cultivos ilícitos de coca y pretende apoyarse en los cultivadores, entre otros, como base polí-
tica en el posacuerdo. No obstante, es claro que otros grupos como el ELN y las bandas crimi-
nales tienen suficientes incentivos para, una vez las Farc estén por fuera del espectro político 
y se vean impedidas para obtener sus intereses por la fuerza, ampliar su control territorial 
sobre estas zonas. Una parte importante de las ganancias que trae el posacuerdo para el país 
dependerán de cómo se sortea esta situación.
Este trabajo propone una revisión de estos retos, y contribuye a la discusión de política pública 
sobre las que se fundamentarán las instituciones del posacuerdo.
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6El siguiente documento es un análisis del estado actual del narco-
tráfico en Colombia y los riesgos que implica para el posacuerdo. El 
análisis pasa por dos planos. El primero tiene que ver con las distintas 
etapas operativas del negocio. Para simplificar el análisis, aquí propo-
nemos cuatro grandes etapas. Una primera relacionada con la produc-
ción primaria, es decir, con los cultivos ilícitos, principalmente de 
hoja de coca. Una segunda que tiene que ver con la actividad propia 
de las organizaciones conocidas como “carteles”, que se encargan 
de comprar la base de coca, transformarla en cocaína y colocar el 
producto final en los mercados internacionales. La evidencia reciente 
sugiere que esta etapa del negocio progresivamente se ha descentra-
lizado y horizontalizado en Colombia a raíz del desmantelamiento de 
los grandes carteles, de la desmovilización de las AUC y de la represión 
a las Bacrim. Una tercera etapa relacionada con la venta minorista en 
las grandes ciudades del mercado final, controlada actualmente por 
bandas y pandillas de origen no colombiano, por lo que en principio no 
debería ser un tema de interés en este trabajo. Sin embargo, debido al 
creciente problema de microtráfico en Colombia, el análisis se ocupa 
de la situación en las ciudades colombianas. Finalmente, la cuarta 
etapa tiene que ver con el proceso de lavado. La pregunta es acerca 
de las capacidades del Estado para reprimir esta actividad y para recu-
perar el dinero producto del narcotráfico.
Un segundo plano tiene que ver con la naturaleza de las organiza-
ciones que controlan el negocio y la capacidad que tienen de extender 
este control al resto de la sociedad. En el caso particular de las Farc, 
el control de los cultivos y de las fases primeras de la producción de 
drogas está asociado al control casi absoluto de estas sociedades. En 
las periferias del suroriente, pacífico y otras regiones son el estado 
de comunidades rurales, aisladas de toda posibilidad de desarrollo 
desde la legalidad. En el momento de una eventual desmovilización 
el gran riesgo es que otra organización —bien sea el ELN, las Bacrim o 
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criminales— se apropie del control de los cultivos ilegales y, por exten-
sión, de la población del lugar. Serán estas organizaciones las que con 
mayor probabilidad dirigirán sus ataques contra los movimientos y 
partidos políticos que surjan de los acuerdos con las Farc, toda vez que 
serán competencia por el dominio político de las comunidades. Sin 
embargo, no todo el problema del control del narcotráfico y su exten-
sión al control social debe limitarse a las fases primarias del negocio. 
Es en las ciudades donde ocurre el grueso del lavado de dinero que 
en últimas financia la organización de guerrillas, señores de la guerra, 
mafias, bandas criminales y pandillas.
El análisis busca entonces identificar cuál es el riesgo de persistencia 
o de transformación de la violencia, en especial de aquella relacio-
nada con el control armado de la sociedad, en las diferentes fases del 
negocio. Las seis partes de las que consta el documento reflejan la 
situación de cada una de las fases operativas del narcotráfico y los 
riesgos implícitos por el control que de ellas se pueda extender al 
resto de la sociedad. La primera parte se centra en los cultivos ilícitos. 
La segunda, en el problema de las Bacrim como la nueva forma orga-
nizacional del crimen organizado que reemplazará a las guerrillas en 
el control de las áreas periféricas donde ocurren las fases primarias 
de producción de drogas. La tercera analiza cómo la discusión sobre 
la transformación de los carteles en baby carteles distrae la discusión 
del problema que existe subyacente en la capacidad de control del 
negocio por las Bacrim. La cuarta se centra en el problema de seguridad 
implícito en la expansión del microtráfico en las grandes ciudades. La 
quinta evalúa los resultados de la lucha contra las fases de lavado de 
activos. Y la sexta es un resumen de los acuerdos llegados en el punto 
de drogas, y un análisis de sus implicaciones para la situación de segu-
ridad en el posacuerdo.
8CAPÍTULO 1
Situación de los cultivos 
ilícitos y políticas para 
reducción de la oferta
La cadena de la producción y el tráfico de 
cocaína en Colombia pasa por cuatro etapas. 
Primero, se lleva a cabo el cultivo y la cosecha 
de la hoja de coca. Segundo, se realiza la 
transformación de la hoja de coca en pasta 
y base. Tercero, se procesa la base de coca 
para producir clorhidrato de cocaína. Final-
mente, se realiza el tráfico mayorista de la 
cocaína hacia las fronteras para introducirla 
en el mercado internacional (Mejía y Rico, 
2011). La mayoría de las especies y varie-
dades de la hoja de coca crecen por debajo 
de los 1.500 metros de altitud, algunas lo 
hacen incluso hasta los 1.700 metros. La 
coca es una planta perenne, cuya cosecha 
se da entre tres y cuatro veces al año, y la 
madurez se logra entre 12 y 24 meses luego 
de la siembra (DEA, 1993).
Solo hasta la década de 1970 se empieza 
a hablar de cocaína en Colombia. En 1974, 
el periódico El Tiempo reportó la captura de 
ciudadanos de diferentes nacionalidades 
que habían sido detenidos en el aeropuerto 
El Dorado intentando llevar cocaína hacia 
Estados Unidos. Los traficantes llegaban a 
Colombia, compraban la cocaína en Leticia o 
alguna ciudad fronteriza y salían a Estados 
Unidos o Europa. Entre personas de dife-
rentes nacionalidades, los colombianos eran 
un grupo más. De hecho, el mismo periódico 
señaló en 1973 que Colombia era apenas 
uno de los tres o cuatro países más impor-
tantes en el tráfico mundial de drogas (Mejía 
y Rico, 2011).
Para 1990, Perú concentraba la mayor área 
cultivada con plantas de coca en el mundo, 
con alrededor de 121 mil hectáreas. Ese 
mismo año, Bolivia ocupaba el segundo 
puesto con 50 mil y Colombia, el tercero 
con 40 mil. En 1997, Colombia se ubicó en 
el primer lugar, donde se mantuvo hasta el 
2012. Dos de las hipótesis que sustentan 
el cambio estructural en la producción de 
la primera parte de la década de 1990 son: 
primero, el programa de interdicción aérea 
desarrollado por los gobiernos de Perú y 
Estados Unidos que disminuyó la oferta de 
pasta de coca desde Perú hacia los labo-
ratorios colombianos; y segundo, la caída 
de la Unión Soviética, con su subsecuente 
impacto en las finanzas de las guerrillas 
colombianas (Thoumi, 2002). La figura 1 
presenta las cifras de extensión de cultivos 




































































Extensión de cultivos de coca en Bolivia, Colombia y Perú.
Figura 1.
Para el 2014 se presentó un incremento en la cifra de cultivos de coca: pasó 
de 48 mil hectáreas en el 2013 a 69 mil en el 2014, ocupando alrededor del 
0,04% de la tierra cultivable en Colombia. Cuatro departamentos —Nariño, 
Cauca, Putumayo y Caquetá— concentraron el 73% de la totalidad de los 
cultivos. En los Parques Nacionales Naturales el incremento fue del 45%, 
concentrado principalmente en los parques La Macarena y Nukak. A su vez, 
la producción potencial de cocaína pura pasó de 358 toneladas métricas a 
546 entre estos dos años (UNODC, 2015). Es decir, aumentaron tanto los 
cultivos como la productividad. No obstante, no hay una expansión de la 
coca a nuevos territorios. Es decir, siguen siendo las mismas comunidades 
las que han ampliado su área sembrada de coca. El informe de la UNODC 
para el 2015 desarrolla dos argumentos para explicar este incremento. 
El primero se encuentra asociado con el imaginario de las comunidades 
campesinas que consideran que al tener cultivos de coca tienen una mayor 
oportunidad de interlocución con el Gobierno. El segundo argumento tiene 
que ver con el mercado, en particular un incremento en el precio de la hoja 
en algunos departamentos como Guaviare y Meta (UNODC, 2015).
Una tercera posible explicación para el incremento de los cultivos pasa 
por el sostenido déficit de oportunidades de generación de ingresos con 
productos lícitos para los productores agrícolas colombianos. Para el 2014, 
alrededor de 64 mil hogares cultivaban coca. Con base en los precios esti-
mados por la UNODC, el ingreso aproximado del hogar fue de $967 mil 
mensuales durante el 20141. Basándose en la relación costo-beneficio esti-
mada por la UNODC, el ingreso neto mensual por hogar fue de alrededor 
Fuentes: para Colombia y Perú, hasta 1998 son datos del Departamento de Estado de Estados 
Unidos, y desde 1999 en adelante, del SIMCI. Para Bolivia, hasta el 2002 son datos del Departa-
mento de Estado de Estados Unidos, y del SIMCI a partir del 2003.
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de $425 mil. Esta cifra es sustancialmente 
inferior al ingreso promedio neto mensual 
de agricultores dedicados a cultivos lícitos 
en los departamentos con mayor presencia 
de cultivos de coca. En particular, según 
cifras del Dane2, se estima que un agricultor 
en los departamentos de Nariño, Norte de 
Santander, Caquetá y Cauca tiene un ingreso 
mensual neto de $265 mil3. Esta diferencia 
se puede explicar en parte por el déficit de 
bienes públicos en estos departamentos, 
cuya solución podría llevar a disminuir el 
1 Este valor se estima con base en la tasa de cambio para el cierre del 2014.
2 La estimación se realiza con base en la Gran Encuesta Integrada de Hogares del Dane para los cuatro 
trimestres del 2014.
3 En esta estimación se excluye el departamento de Putumayo, por cuanto no se dispone de informa-
ción departamental de la Gran Encuesta Integrada de Hogares del Dane.
4 Este argumento se desarrolla en detalle al final del capítulo.
costo de la producción y venta de productos 
agrícolas lícitos. En vista de la falta de incen-
tivos para el cultivo de productos lícitos, 
resulta difícil que los cultivadores de coca 
no busquen continuar ampliando el tamaño 
de sus cultivos4. La mayoría de estos cultivos 
están ubicados en áreas controladas por 
las Farc o en áreas donde su influencia es 
notable. Será allí donde se juegue gran parte 
de los procesos políticos y sociales acor-






















































































Extensión de cultivos de coca
y producción potencial de cocaína pura en Colombia
Fuentes: hasta 1998 son datos del Departamento de Estado de Estados Unidos, y desde 1999 en adelante, del SIMCI.
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Los incrementos en la productividad del cultivo de coca no son nuevos. De hecho, 
entre el 2000 y el 2006, cuando se presentó la mayor caída en la extensión de 
cultivos de coca en Colombia, pasando de 163 mil a 78 mil hectáreas (una caída 
del 52%), la producción potencial de cocaína pura en Colombia apenas cayó de 
695 a 660 toneladas métricas (5% menos). Así, uno de los mecanismos de la 
industria del narcotráfico para contrarrestar las políticas orientadas a la reduc-
ción de cultivos ilícitos ha sido un sostenido crecimiento de la productividad. La 
figura 2 presenta el contraste entre la extensión de cultivos de coca y la produc-
ción potencial de cocaína en Colombia. En particular, mientras en 1990 se nece-
sitaban 436 hectáreas para producir una tonelada métrica de cocaína pura, en el 
2014 esa cifra bajó a 126. La figura 3 presenta la evolución de la productividad 
por hectárea de coca en Colombia.
5 Este incremento puede ser de 
hasta el 198%. El cálculo se basa 
en el ingreso bruto por hectárea 
por producción de hoja de coca 
fresca, pasta básica de cocaína, o 
base de cocaína, según cifras del 
reporte de Monitoreo de Cultivos 






































































































Productividad por hectárea de coca sembrada en Colombia.
Hectáreas por tonelada métrica de producción potencial de cocaína pura
Fuentes: hasta 1998 son datos del Departamento de Estado de Estados Unidos, y desde 1999 en adelante, del SIMCI.
Es preciso señalar, además, que la participación en 
la cadena de producción de cocaína ha cambiado 
en los últimos años para los pequeños productores 
encargados del cultivo de coca. En el año 2006, el 
65% de los cultivadores realizaban procesos de 
extracción del alcaloide en los sitios de siembra5. 
Ahora, el 68% de los cultivadores venden la hoja 
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de coca en el sitio, sin valor agregado. Esto 
implica un cambio en la distribución de 
los ingresos. Es decir, conforme ha trans-
currido el tiempo, los cultivadores parti-
cipan menos de las rentas del narcotráfico 
(UNODC, 2015).
Respecto al tamaño del negocio, Mejía y 
Rico (2011) señalan, con datos a 2008, que 
el valor agregado en producción y tráfico de 
cocaína en el país asciende a $13,6 billones 
que representaron aproximadamente el 
2,3% del PIB. Este valor agregado se distri-
buye en $1,2 billones por la producción de 
hoja de coca, $0,8 billones por la producción 
de base de coca, $2 billones por la transfor-
mación de base de coca en clorhidrato de 
cocaína y $9,6 billones correspondientes al 
tráfico. Esta distribución se explica princi-
palmente por las diferencias en los precios. 
Como se referencia en el último informe de 
la UNODC sobre cultivos ilícitos en Colombia 
para el 2014, en trabajos desarrollados entre 
el 2013 y el 2014 se identificó que un kilo-
gramo de clorhidrato de cocaína se comer-
cializaba en Colombia por 2.269 dólares. 
El mismo kilo se vendía en Centroamérica 
entre 2.800 y $10.000 dólares; en México, 
entre 15.000 y 17.000 dólares; y en la Unión 
Europea, entre 54.000 y 57.000 dólares 
(UNODC, 2015).
Con base en la producción potencial de 
cocaína pura6, la participación de Colombia 
en el mercado global era de alrededor 
del 52% para el 2008. Es decir, uno de 
cada dos gramos de cocaína consumidos 
en el mundo provenía de Colombia. Con 
la distribución de cultivos del 2014 y el 
notable incremento en la productividad en 
Colombia, la participación del país en el 
mercado global de cocaína se incrementó 
hasta cerca del 64%7. Para el 2009, del 
total de la cocaína consumida en Estados 
Unidos, el 90% provenía de Colombia, en 
Europa esta cifra ascendía a aproximada-
mente al 69% (UNODC, 2011).
Los mapas 1 a 3 detallan la evolución en la 
distribución espacial de los cultivos de coca 
en Colombia (ver final del capítulo). En parti-
cular, el mapa 1 presenta la información para 
el 2002, el mapa 2 para el 2008 y el mapa 
3 para el 2014. Para el 2002, la extensión 
total de los cultivos era de 102 mil hectá-
reas; para el 2008, de 81 mil; y para el 2014, 
de 69 mil. Se destaca, en particular, el creci-
miento de los cultivos en la costa pacífica 
en el departamento de Nariño, específica-
mente en Tumaco. Este municipio, a 2014, 
concentraba el 13% de todos los cultivos 
de coca del país. Lo seguían Puerto Asís, en 
Putumayo, con el 6,4% y Tibú, en Norte de 
Santander, con el 4,3%. En particular, los 10 
municipios del país con mayor extensión de 
cultivos de coca concentraron en el 2014 el 
42,3% del total (UNODC, 2015).
6 Esta participación puede ser diferente, 
conforme cambian las capacidades de los 
gobiernos para las acciones de interdicción. 
La fuente de datos es el SIMCI.
7 Este estimativo toma la producción poten-
cial de cocaína pura en Colombia en el 
2014, y aproxima la producción potencial 
en Bolivia y Perú a partir de los cultivos y la 
productividad en estos países para el 2008.
13
La acción estatal contra la industria de la 
cocaína se ha desarrollado en toda la cadena 
productiva. Algunas de estas políticas son el 
decomiso de precursores químicos nece-
sarios para la extracción del alcaloide, la 
erradicación manual y aérea de cultivos, la 
destrucción de laboratorios y fábricas de 
procesamiento, la interdicción de envíos 
de droga, la promoción del desarrollo alter-
nativo y los programas de sustitución de 
cultivos (Mejía y Posada, 2008). La mayoría 
de estas políticas son promovidas de manera 
conjunta entre países productores y consu-
midores. Por ejemplo, el Plan Colombia se 
originó entre los años 1998 y 1999 como 
un programa de cooperación bilateral entre 
los gobiernos de Colombia y Estados Unidos 
para luchar contra las drogas ilegales y 
el crimen organizado. Como señala Mejía 
(2011), a partir de información del Depar-
tamento Nacional de Planeación, el Plan 
Colombia demandó inversiones anuales 
del gobierno norteamericano por valor de 
472 millones de dólares entre el 2000 y el 
2008. Por su parte, el aporte del gobierno 
de Colombia fue de 812 millones de dólares 
por año durante el mismo período. Estas 
cifras sumadas representan alrededor del 
1% del PIB colombiano entre el 2000 y el 
2008 (Mejía, 2011).
Como señala Mejía (2015), la distribución 
del valor agregado del negocio del narco-
tráfico entre las distintas etapas de produc-
ción de hoja de coca, producción de base 
de coca, transformación de base de coca en 
clorhidrato de cocaína y tráfico sugiere que 
unos eslabones de la cadena pueden hacer 
más vulnerable el resto. Un hecho dato que 
respalda esta hipótesis se deriva de los 
cambios en las políticas contra las drogas 
introducidas en el 2006, cuando la prioridad 
pasó de los cultivos a las etapas siguientes 
en la cadena. Mejía (2015) documenta que 
entre el 2006 y el 2009 la aspersión de 
cultivos disminuyó 40%, las incautaciones 
aumentaron un 60% y la destrucción de 
laboratorios incrementó 26%. Durante el 
mismo período se presentó una reducción 
en la oferta neta de cocaína en más de 50%. 
Además, diversos estudios académicos 
respaldan esta hipótesis8.
Primero, Mejía et al. (2015) encuentran que 
por cada hectárea fumigada con glifosato 
se logra una reducción en la extensión de 
los cultivos de coca de entre 0,02 y 0,06 
hectáreas. Esta diferencia, si bien es esta-
dísticamente significativa, implica que para 
lograr la eliminación de una hectárea de 
coca debe fumigarse aproximadamente 32 
veces (Reyes, 2014; Moya, 2005; y Rozo, 
2013 también encuentran un reducido 
efecto en las campañas de aspersión con 
glifosato sobre la presencia y extensión de 
cultivos ilícitos de coca). La aspersión con 
glifosato tiene además efectos colaterales. 
Por ejemplo, afecta el medio ambiente 
generando deforestación, contaminación 
8 Esta compilación de literatura parte del 
análisis de Mejía (2015) y Camacho y Mejía 
(2014) y se complementa con algunos estu-
dios recientes.
Políticas contra los cultivos
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del agua y deterioros en las poblaciones de 
anfibios (Cox, 2005; Imming, 2010; y Relyea, 
2005). Además, rompe el vínculo entre 
ciudadanía y Estado al rechazar con sus insti-
tuciones los modos de vida de la población 
colona (Felbab-Brown, 2009; y Landy, 1988). 
Por último, tiene efectos sobre la salud 
humana (Camacho y Mejía, 2012; Regidor 
et al., 2004; Sanborn et al., 2004; y Sherret, 
2005). En particular, Camacho y Mejía (2012) 
encuentran que la aspersión con glifosato 
está relacionada con un mayor número de 
consultas médicas por diagnósticos derma-
tológicos y pérdida de embarazos. Los 
efectos colaterales de la aspersión con glifo-
sato han llevado a que para marzo del 2016, 
la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado colombiano reportara 253 demandas 
activas contra la nación, cuyas pretensiones 
ascendían a $1,5 billones9.
Segundo, Mejía et al. (2011) e Ibáñez et 
al. (2011) estudian las políticas asociadas 
con programas de desarrollo alternativo 
en la reducción de oferta de cocaína. Por 
una parte, Mejía et al. (2011) analizan los 
programas de Familias Guardabosques y 
Proyectos Productivos implementados en 
el Plan Colombia con recursos complemen-
tarios. Los resultados del estudio muestran 
una efectividad limitada de dichas políticas, 
dado que las estimaciones muestran que 
para lograr la reducción de 1 kg adicional en 
la oferta de cocaína en países consumidores 
la inversión necesaria en programas de desa-
rrollo alternativo es de US$320 mil. Ibáñez 
et al. (2011), por su parte, analizan el Plan 
de Consolidación Integral de La Macarena. 
Esta intervención integral complementó los 
programas tradicionales de desarrollo alter-
nativo con otro tipo de estrategias para una 
mayor presencia del Estado, entre las que se 
destacaron el fortalecimiento de la justicia 
y presencia policial, así como programas de 
salud y educación. La intervención integral 
de La Macarena, encuentran los autores, 
permitió la disminución de cultivos de coca 
y el mejoramiento de variables de desarrollo 
económico y social en el corto plazo.
Finalmente, algunos estudios respaldan la 
implementación de estrategias orientadas 
a lograr cambios estructurales en los incen-
tivos para el cultivo de coca. Por una parte, 
Muñoz et al. (2014) encuentran una reduc-
ción en el área dedicada al cultivo de coca 
a nivel municipal cuando se incrementa el 
nivel de formalización en la propiedad rural. 
Además, los autores hallan evidencia que 
sugiere un posible efecto de sustitución de 
cultivos ilícitos por lícitos. Esto último es un 
elemento central relacionado con la soste-
nibilidad de las políticas contra los cultivos 
de coca en el largo plazo. Por otra parte, 
Ibáñez y Vásquez (2016) encuentran que 
es posible lograr reducciones en la exten-
sión de los cultivos ilícitos informando a las 
comunidades sobre los efectos adversos 
en violencia que tiene su presencia. Esta 
información, encuentran los autores, logra 
cambios en la actitud de las comunidades 
frente al cultivo de coca.
9 Declaraciones de Hugo Álvarez, miembro 
de la Agencia Nacional de Defensa Jurí-




Como se señaló antes, la presencia de 
cultivos ilícitos de coca en Colombia se 
constituye en uno de los primeros eslabones 
en la cadena del narcotráfico. Las rentas 
asociadas a esta actividad criminal generan 
incentivos para que grupos armados ilegales 
y organizaciones criminales busquen desa-
rrollar estrategias que les permitan acaparar 
las rentas disponibles en esta fase y expandir 
sus niveles de control de la provisión de los 
laboratorios de cocaína. Diversos estudios 
han documentado la relación específica 
entre narcotráfico y violencia. Por ejemplo, 
Mejía y Restrepo (2013) encuentran que un 
incremento del 10% en el valor de cultivar 
coca a nivel municipal se halla asociado con 
un aumento del 1,25% en la tasa de homi-
cidios, del 3% en el desplazamiento forzado 
por el conflicto, del 2% en el número de 
ataques de grupos armados ilegales contra 
la población civil y la fuerza pública, y del 
1% en el número de incidentes por explo-
sión de minas antipersona.
Además, las políticas orientadas a la reduc-
ción de oferta de cocaína son, como la 
cadena del narcotráfico, transnacionales. 
Castillo et al. (2014), por ejemplo, estudian 
la relación entre las políticas de interdic-
ción en Colombia y la violencia en México, 
un paso tradicional de la droga que va hacia 
Estados Unidos. Los autores encuentran 
que la escasez de cocaína derivada de las 
mayores incautaciones explica el 21% del 
incremento en los homicidios y el 46% del 
incremento en los homicidios relacionados 
con drogas, en los municipios mexicanos 
ubicados cerca de la frontera con México.
¿Por qué son necesarias las estrategias contra 
cultivos ilícitos de coca?
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10 Cifras de la Gran Encuesta Integrada de Hogares del Dane para el 2014. Se consideran hogares con 
productores agropecuarios aquellos donde la naturaleza de la ocupación es patrono o empleador, y 
se dedican a actividades agrícolas o pecuarias según los respectivos códigos CIIU.
11 Este incremento puede ser de hasta el 198%. El cálculo se basa en el ingreso bruto por hectárea por 
producción de hoja de coca, pasta básica de cocaína, o base de cocaína, según cifras del reporte de 
Monitoreo de Cultivos de Coca publicado en el 2015.
El contexto actual de prohibición a nivel 
mundial implica necesariamente un 
despliegue de fuerzas contra el narcotráfico 
en todos sus eslabones. No obstante, a la luz 
de las expectativas por las políticas que se 
deriven de los acuerdos de La Habana con 
las Farc, así como el proceso que inicia con 
el ELN, las políticas orientadas a la lucha 
contra los cultivos ilícitos deben responder 
a un enfoque basado en los derechos de los 
cultivadores, ponderando qué tan exitosas 
son unas y otras políticas, como se detalló 
anteriormente.
En el último reporte sobre Monitoreo de 
Cultivos de Coca, producido por la Oficina 
de Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito, UNODC, y el Gobierno de Colombia, 
con cifras a 2014, se señala que alrededor 
de 64.500 hogares percibieron algún tipo 
de ingreso asociado al cultivo de hoja de 
coca (UNODC, 2015). Esta cifra representa el 
5% del número de hogares en zonas rurales 
dedicados a la producción agropecuaria, 
sin considerar empleados o jornaleros10. En 
este contexto, el diseño de la política contra 
la presencia de cultivos podría partir de la 
pregunta: ¿por qué estos 64.500 hogares 
eligen, si es que es su elección, un cultivo 
ilícito sobre alternativas legales? Desde el 
análisis económico del crimen pueden deri-
varse posibles respuestas, que en la práctica 
implican un cambio en el enfoque de las 
políticas que se han implementado a lo largo 
de la guerra contra las drogas en Colombia.
Como primer elemento para el análisis, la 
participación en la cadena de producción 
de cocaína ha cambiado en los últimos años 
para los pequeños productores encargados 
del cultivo de coca. Según señala el reporte 
de la UNODC, en el año 2006, el 65% de los 
cultivadores realizaban procesos de extrac-
ción del alcaloide en los sitios de siembra. 
Es decir, los productores incorporaban 
elementos iniciales de valor agregado que 
podían elevar sus ingresos brutos11. Para el 
2014, el 68% de los cultivadores vendían la 
hoja de coca en el sitio, sin valor agregado. 
Esto implica un cambio en la distribución 
de los ingresos. Conforme ha transcurrido el 
tiempo, los cultivadores participan menos de 
las rentas del narcotráfico. En esta medida, 
para el análisis que se desarrolla a continua-
ción se supone que los cultivadores derivan 
su ingreso fundamentalmente de la venta de 
hoja de coca.
Cultivos y campesinos: 
dilemas en el contexto del posacuerdo
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Según se detalla en el mismo reporte, el 
ingreso promedio anual bruto por hogar 
asociado al cultivo de hoja de coca fue de 
US$5.800, lo que lleva a un ingreso bruto 
mensual por hogar de alrededor de $967 
mil12. Adicionalmente, el reporte señala que 
la relación costo-beneficio para un culti-
vador de coca se encuentra entre el 50% y 
el 62%, es decir, de cada mil pesos que se 
obtienen por ingresos, entre $500 y $620 se 
gastan en insumos y servicios asociados al 
proceso productivo. Esto lleva a un ingreso 
mensual promedio, neto de gastos, de alre-
dedor de $425 mil. Este es el dinero que 
un hogar promedio dedicado al cultivo de 
coca tiene para atender sus necesidades de 
subsistencia, inversión en capital humano, 
y otros. Esta cifra representa alrededor del 
70% del salario mínimo colombiano para el 
2014.
En contraste, según cifras de la Gran Encuesta 
Integrada de Hogares del Departamento 
Administrativo Nacional de Estadísticas, 
Dane, para el 2014, los hogares dedicados 
a actividades agrícolas y pecuarias en zonas 
rurales del país tienen un ingreso mensual 
derivado de la producción de alrededor de 
$302 mil, neto de gastos. Si se restringe el 
análisis a los departamentos de Colombia 
con mayores extensiones de cultivos de 
coca13, el ingreso neto mensual de los 
productores agropecuarios baja a $265 mil. 
Es decir, el 43% del salario mínimo mensual 
para el 2014 y el 62% de lo que podría 
obtener este hogar si dedicara su tierra a la 
siembra de coca.
Ahora bien, un agricultor racional no basaría 
su análisis únicamente en el ingreso, neto 
de costos, de su actividad productiva. En la 
alternativa de dedicar su tierra a actividades 
agropecuarias lícitas, el productor enfrenta 
un costo asociado al no sometimiento a la 
presión de grupos armados y crimen orga-
nizado interesados en comprar hoja de 
coca. En otras palabras, está expuesto a 
las amenazas que conlleva desobedecer a 
guerrillas y bandas criminales. Respectiva-
mente, en la alternativa de dedicar su tierra 
al cultivo de coca, el productor enfrenta un 
costo asociado a la certeza y severidad del 
castigo provisto por la justicia colombiana.
Con todo lo demás constante, un agricultor 
racional ubicado en los departamentos 
con mayor extensión de cultivos ilícitos 
—Nariño, Putumayo, Norte de Santander, 
Caquetá y Cauca— optará por el cultivo de 
coca si la diferencia entre los $425 mil de 
ingreso neto asociado al cultivo ilícito y el 
costo del castigo de la justicia colombiana es 
mayor a la diferencia entre los $265 mil de 
ingreso neto por el producto agropecuario 
lícito y el costo esperado de las amenazas 
de grupos armados y bandas criminales. 
Estos territorios han sido abandonados por 
el Estado colombiano por décadas, y son las 
Farc y otros grupos asociados al negocio del 
narcotráfico quienes han ocupado su lugar. 
12 Estimado con base en la tasa de cambio promedio para el 2014.
13 Este análisis se realiza con los departamentos de Nariño, Norte de Santander, Caquetá y Cauca. No 
se incluye Putumayo porque no se tiene información de la Gran Encuesta Integrada de Hogares.
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En este contexto, el costo del castigo por parte de la 
justicia colombiana es mínimo, puesto que la probabi-
lidad de captura, judicialización y sentencia son presu-
miblemente muy bajas. En cambio, dado el dominio 
territorial de los grupos ilegales, el costo asociado a 
sus amenazas es posiblemente muy elevado. Esta 
situación hace inevitable que la mejor alternativa para 
un campesino en estos departamentos se encuentre 
en el cultivo ilícito.
Para estos campesinos, el Estado se hace visible única-
mente mediante la presencia de la fuerza pública. 
Es decir, ha optado por la alternativa de un mayor 
despliegue de fuerzas y otras políticas como la asper-
sión con glifosato, que se orientan a incrementar el 
costo asociado al cultivo de la coca por parte de las 
comunidades. Esto ha sido en detrimento de alterna-
tivas dirigidas a mejorar las expectativas de ingresos 
por actividades legales. Los programas de formación 
del Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA, el incen-
tivo a la capitalización rural ofrecido por el Minis-
terio de Agricultura a través del sistema financiero, o 
procesos de formalización en la tenencia de la tierra, 
son programas que difícilmente llegan a estos terri-
torios. Lo mismo ocurre con las grandes inversiones 
en vías o ferrocarriles. En estos casos, la siembra de 
cultivos lícitos deja de ser una elección, pues no se 
cuenta con un mínimo de acceso a mercados en condi-
ciones competitivas para desarrollar estas actividades 
de manera rentable.
El Estado colombiano, en el marco de un eventual 
posacuerdo en zonas rurales, tiene la responsabilidad 
de brindar alternativas legales que faciliten los medios 
de vida de las familias campesinas en estos territorios. 
Solo en ese momento, la política criminal y de segu-
ridad puede desarrollarse de manera adecuada, por 
ejemplo, mediante la aplicación de medidas de extin-
ción de dominio y el procesamiento judicial por fabri-
cación, porte y tráfico de estupefacientes a quienes 
siembren coca.
...la siembra de 
cultivos lícitos 
deja de ser una 
elección, pues 
no se cuenta 
con un mínimo 











Mapa 1. Cultivos de coca en Colombia. Año 2002.
Fuente: el SIMCI.
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Mapa 2. Cultivos de coca en Colombia. Año 2008.
Fuente: el SIMCI.
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La evolución y la situación 
de las Bacrim en relación 
con la ocupación de los 
territorios que dejen de 
controlar las Farc
Con la desmovilización de las AUC en el 2006 y con el repliegue de la 
guerrilla luego de la ofensiva militar del gobierno Uribe, los ejércitos 
privados en Colombia perdieron su naturaleza contrainsurgente y se 
especializaron en el control del narcotráfico y otras economías crimi-
nales en zonas rurales y municipios de pequeño y mediano tamaño. Así, 
al desmonte de los grandes ejércitos paramilitares le siguió un breve 
vacío de poder que fue rápidamente copado por las Bandas Criminales 
Emergentes (Bacrim). Las Bacrim podrían definirse como estructuras 
armadas de carácter privado que controlan las fases primarias del 
narcotráfico y los corredores hacia los mercados internacionales, lo 
que antes estaba sujeto al control de carteles y de los bloques de las 
AUC. En esas áreas, pueden alcanzar, además, a ejercer funciones de 
Estado, es decir, a vigilar la población, imponer un sistema de justicia 
alterno y exigir el pago de tributos.
Algunas de las bandas son herederas directas de los grupos parami-
litares. Otras, por su parte son herederas de la desintegración de los 
grandes carteles del narcotráfico en Colombia, en especial del Cartel 
del Norte del Valle. En cualquier caso, diez años después del proceso 
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de desmovilización y extradición de las AUC 
y en el contexto de las negociaciones de 
paz con las Farc, las Bacrim son las organi-
zaciones criminales más fuertes en el país y 
representan el principal riesgo de seguridad 
para el posacuerdo. De seguro serán estas 
organizaciones las que ocuparán también 
el vacío de poder que tenga lugar tras el 
desmonte de los ejércitos guerrilleros de 
las Farc en las zonas donde se concentran 
las fases primarias del narcotráfico, como 
son los cultivos, laboratorios y corredores de 
exportación14.
Todos los estudios disponibles coinciden 
en que en la actualidad existen dos grandes 
organizaciones criminales de alcance 
nacional, los Urabeños —o “Clan Úsuga”— y 
los Rastrojos, que se han disputado violen-
tamente la supremacía en el territorio y el 
dominio de las rutas de narcotráfico, siendo 
la primera la que pareciera llevar una clara 
ventaja. Existen además otras bandas como 
el Erpac, Bloque Meta, los Libertadores de 
Vichada, la Bacrim de la Alta Guajira, los 
Paisas, los Machos o las Águilas Negras, que 
en ocasiones se han integrado a las dos 
estructuras más grandes.
Sobre la cantidad de miembros y presencia 
territorial existen diversas estimaciones. 
Según la Misión de Observación Electoral, 
para el 2015 existía presencia de las Bacrim 
en 107 municipios y en 25 departamentos 
del país (MOE, 2015). Este habría sido el año 
con más alto registro de presencia violenta 
de crimen organizado desde el 2010. Por su 
parte, la Policía Nacional reportó una mayor 
presencia de las Bacrim en el territorio, 
identificando al Clan Úsuga en 250 muni-
cipios, a los Rastrojos en 200, a las Águilas 
Negras en 62, a facciones disidentes del 
14 De acuerdo con información de la Fiscalía 
que medios de comunicación nacionales 
como El Tiempo han revelado, en algunas 
zonas del país ya se estaría dando esa tran-
sición. Según informa el diario, “los vacíos 
de poder que está dejando la inactividad 
de la guerrilla, así como la expectativa de la 
desmovilización, están siendo aprovechados 
por organizaciones criminales, además del 
Eln y el Epl” (El Tiempo, 6 de febrero del 
2016).
15 Esta cifra sale de la información de varias 
fuentes que reportaron, a saber: 3.410 
miembros (El Tiempo), 3.400+ miembros, 
siendo 2.650 de los Urabeños (InSight 
Crime), 3.870 miembros (Policía Nacional), 
7.000 miembros (Institute of Studies for 
Development and Peace) y 10.000 miem-
bros (Human Rights Watch) (Mapping Mili-
tants Project, 2016).
Erpac en 55 y a otras 27 bandas en al menos 
157 municipios del país. Del mismo modo, 
la Fundación Paz y Reconciliación ha detec-
tado actividades de estos grupos en 275 
municipios de 27 departamentos (Funda-
ción Paz y Reconciliación, 25 de febrero 
de 2016). Y las cifras son incluso mayores 
en los reportes del Instituto de Estudios 
para el Desarrollo y la Paz, que alertó en el 
2015 sobre la presencia de estas bandas en 
338 municipios del país, identificando 17 
Bacrim activas, de las cuales los Urabeños 
y los Rastrojos continúan figurando como 
las de mayor alcance (Indepaz, 2015). Al 
promediar estas y otras fuentes disponi-
bles para el año 2014, se estiman los inte-
grantes de las Bacrim en aproximadamente 
3.736 miembros15.
24
En cuanto a las zonas de ubicación, los 
distintos estudios tienden a arrojar infor-
mación más uniforme. Según el informe de 
riesgos electorales de la MOE en el 2015, los 
departamentos con mayor concentración de 
las Bacrim fueron Antioquia, Valle del Cauca, 
Cauca, Córdoba, Bolívar, Sucre y Chocó (MOE, 
2015, p. 143). De forma similar, Indepaz 
sostiene que los departamentos que mayor 
presencia mostraron entre el 2014 y el 
2015, con proporciones muy parejas a las 
del 2013, fueron Córdoba, Sucre, Chocó, 
Cesar y Valle, en los cuales la presencia de 
las Bacrim abarca importantes porcentajes 
del territorio, como el caso de Córdoba, en el 
que tienen presencia en el 93,3% del total 
de municipios del departamento (Indepaz, 
2015).
De momento, las Bacrim han dado muestra 
de una gran capacidad de reciclaje. Casi 
20.000 capturas y más de mil bajas de sus 
miembros reportadas por la Policía Nacional 
no han logrado desestabilizar su continuidad 
(Fundación Paz y Reconciliación, 2016). 
Según la Comisión Asesora para la Política 
de Drogas en Colombia (CAPD), durante los 
últimos años se ha concentrado el poder 
criminal en unas pocas bandas que han 
absorbido o cooptado las estructuras crimi-
nales regionales y locales, lo cual ha condu-
cido a la existencia de menos Bacrim, pero 
más fuertes (CAPD, 2015, p. 47). De hecho, 
además de incrementar su presencia en el 
nivel nacional, desde el 2011 estas grandes 
estructuras han fortalecido su poder terri-
torial a partir de su papel en las econo-
mías criminales y han logrado permear la 
economía lícita e ilícita en varios municipios 
del país, manejando, entre otros, “el prés-
tamo gota a gota, el transporte ilegal (moto-
taxis), el microtráfico, el cártel de la gasolina, 
la explotación minera ilegal, las conexiones 
con contratistas (relacionados con petróleo, 
construcción de vías, concesiones en 
puertos), el testaferrato, el chance y final-
mente el lavado de dinero”. Sin embargo, a 
diferencia de las anteriores AUC, las Bacrim 
ya no realizan grandes operaciones militares 
dirigidas a la ocupación de territorios, ni 
inciden en las votaciones al punto de subor-
dinar a la clase política de las regiones, sino 
que recurren a la subcontratación de pandi-
llas y pequeñas estructuras criminales para 
que controlen los mercados criminales en 
el nivel local (FIP, 2013). En estos lugares, 
especialmente en grandes y medianos 
centros urbanos, la capacidad de control de 
las Bacrim se limita a transacciones ilegales 
e informales, propias del crimen organizado, 
y al control delegado en bandas locales de 
comunidades marginales.
En principio, las dinámicas de las Bacrim 
en los espacios urbanos no deberían verse 
afectadas por la desmovilización de las Farc. 
El problema en el posacuerdo con las Bacrim 
está en realidad por los lados de las zonas 
de producción primaria de drogas que hasta 
ahora han permanecido bajo el control de 
las Farc. Hacia allí se dirigirá su atención. Ya 
en algunos territorios, las Bacrim han hecho 
alianzas con las Farc o el ELN, con quienes 
han trabajado en conjunto (McDermott, 
2014a, p. 10). Estas relaciones han tenido 
como fin, entre otros, la compra de pasta 
base de coca a las organizaciones guerri-
lleras o el aprovechamiento de la presencia 
de dichas organizaciones en territorios 
como la frontera con Panamá para trans-
portar y exportar la coca. En este sentido, 
es importante señalar la dimensión instru-
mental de tales acuerdos temporales entre 
las Bacrim y las guerrillas, pues al carecer 
de un compromiso “ideológico” se alían 
de manera estratégica a favor de la estabi-
lidad de las economías criminales de las que 
ambas organizaciones participan (Valencia, 
2016). Dichas conexiones se presentan en 
zonas como el Nudo de Paramillo, Putumayo 
o Tumaco, usualmente como acuerdos de 
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tipo operativo para garantizar el control de 
ciertos territorios y ganar movilidad en ellos, 
y el acceso a fuentes de recursos (minería, 
narcotráfico, extorsión, contrabando, entre 
otros) (Prieto, 2014).
Ahora bien, la presencia de las Farc es 
contundente en tres zonas del país. La 
primera es la frontera con Venezuela, espe-
cíficamente en La Guajira, Cesar, Catatumbo, 
Arauca y Casanare; la segunda zona está 
conformada por la Costa Pacífica, la cordi-
llera Central y el suroriente del país, y la 
tercera por el norte de Antioquia, especial-
mente en su frontera con Chocó. Algunos 
de estos escenarios coinciden de hecho con 
los territorios donde tienen una presencia 
considerable las Bacrim, especialmente 
Cesar, la costa pacífica, el norte de Antioquia 
en el Urabá y el bajo Cauca, Chocó y también 
la Guajira (Morales, 2015), zonas desde las 
cuales las bandas controlan salidas estraté-
gicas del narcotráfico en puertos en Carta-
gena, Barranquilla, Magdalena, el Golfo de 
Morrosquillo, la alta Guajira y Buenaventura. 
Las zonas de presencia de las Farc suelen 
coincidir con las zonas de cultivo de coca o 
minería ilegal. Departamentos al sur de país 
como Nariño, Cauca, Putumayo y Caquetá, y 
la zona del Catatumbo, concentran la mayoría 
de los cultivos de coca. Usualmente, estos 
territorios comparten condiciones típicas de 
vulnerabilidad, aislamiento y escaso desa-
rrollo social, que contribuyen a que otros 
fenómenos asociados a las economías crimi-
nales puedan difundirse en la zona. Según la 
misma UNODC, por ejemplo, el 44% de los 
territorios donde se practica la minería ilegal 
de oro de aluvión en el Pacífico coincide 
con los territorios que actualmente albergan 
cultivos de coca.
Estas particularidades sobre la convergencia 
entre presencia de las Farc y concentración 
de los cultivos de coca son especialmente 





















posacuerdo en el cual se pueda presentar 
un vacío de poder allí donde la guerrilla ha 
ejercido control sobre cultivos y laborato-
rios. Las Farc en el momento que dejen las 
armas en el gran porcentaje de las zonas de 
cultivo en fronteras, selvas y sierras abrirán 
una ventana de oportunidad para las Bacrim, 
que buscarán tanto apoderarse de las rentas 
ilegales como asegurar la estabilidad de los 
procesos productivos de narcotráfico. Las 
bandas ya se han acercado a estas zonas: 
según reportes de la Fundación Ideas para 
la Paz, para finales del 2013 la correspon-
dencia entre la presencia de las Bacrim y 
el área sembrada de coca era de 74% (FIP, 
2013, p. 24). De modo que los espacios 
donde convergen los cultivos de coca con 
las Farc, al ser eventualmente abandonados 
por estas serán un punto focal no solo en 
la expansión territorial de las bandas, sino 
también en la reagrupación de exmiembros 
de la guerrilla que no culminen una desmo-
vilización efectiva. Esto resultaría riesgoso 
no únicamente por la posibilidad de surgi-
miento de nuevas agrupaciones criminales, 
también, y sobre todo, por la posibilidad 
de que remanentes de las Farc se adhieran 
a las estructuras criminales predominantes, 
contribuyendo a la sofisticación y al alcance 
de sus operaciones.
En el centro de la potencial expansión de 
las Bacrim en el posacuerdo está el control 
de las economías criminales. Su fortaleci-
miento y perpetuación en los mismos terri-
torios donde las Farc han ejercido control y 
presencia territorial están directamente rela-
cionados con la debilidad institucional. Las 
fallas de la descentralización del Estado han 
ayudado a la exitosa descentralización del 
crimen organizado. Así, como ha señalado 
Francisco Gutiérrez (2010, p. 38), una de 
las consecuencias de las fallas del proceso 
de descentralización fue la emergencia de 
nuevas redes de poder que conectaban al 
centro con las regiones, redes conformadas 
por “coaliciones de élites económicas 
rurales y agentes del Estado, articulados 
a ‘señores de la guerra’, narcotraficantes y 
bandas criminales”.
Dichas redes han sido tanto más fuertes, 
cuanto más periférico y vulnerable ha sido 
el territorio. Actualmente, es un lugar común 
identificar los territorios con mayor aban-
dono estatal con los principales nichos de 
control de los grupos armados y las orga-
nizaciones criminales. Ha sido en zonas 
estructuralmente pobres y rezagadas, donde 
la conjunción de economías criminales como 
el narcotráfico y las formas privadas de coer-
ción han emergido como respuestas cohe-
rentes a las falencias estructurales de estas 
sociedades, hasta llegar a constituir el eje 
de las economías políticas locales (Duncan, 
2006, p. 365). En las mismas zonas suelen 
encontrarse también los niveles más bajos de 
eficacia del sistema judicial en el territorio, 
favoreciendo la concentración de las Farc y 
las Bacrim, pues sus actividades criminales 
en dichos territorios se enfrentan a menores 
problemas con la justicia. La mayoría de 
municipios que tienen los niveles más bajos 
de eficacia en el sistema judicial se sitúan 
en zonas donde es posible encontrar fenó-
menos característicos, ya señalados ante-
riormente: “i) presencia de grupos armados, 
ii) zonas de cultivos de uso ilícito, iii) zonas 
de transporte de insumos para la producción 
de coca, iv) presencia de minería ilegal y v) 
baja calidad en las instituciones” (García 
Villegas et al., 2013, p. 20)16.
16 En cuanto a los departamentos con peor 
eficacia judicial, los estudios señalan a los 
ya nombrados por presencia de las Farc 
y/o las Bacrim: Nariño, Putumayo, Vichada, 
Chocó, el sur de Córdoba, el Catatumbo, el 
sur de Bolívar, La Guajira, entre otros.
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Ahora bien, en los territorios que comparten 
dichas características de vulnerabilidad, 
históricamente ha sido evidente la función 
de control social que alcanzaron a desem-
peñar los grupos paramilitares y las guerri-
llas. En el caso de las Bacrim, aunque su capa-
cidad de incidir en las instituciones puede 
ser menor a la que tuvo el paramilitarismo 
en su momento, es suficiente para asegurar 
incluso el control social en los territorios 
donde, como hemos visto, se concentran las 
economías criminales. Esto es uno de los 
legados de casi cuatro décadas de conflicto y 
de narcotráfico en Colombia, que se ha refle-
jado en el establecimiento de un principio 
nefasto: para controlar las actividades crimi-
nales es necesario controlar también los 
territorios y la población que los habita. Este 
principio es el resultado de una intersección 
casual entre dos situaciones aún vigentes: 
una, la oportunidad que la criminalidad y 
las organizaciones armadas ofrecen para 
acceder a recursos, poder y prestigio social; 
y la otra, las frustraciones de generaciones 
enteras de jóvenes en los barrios marginales 
de las ciudades, en veredas miserables y en 
municipios desapacibles. La consecuencia 
es que organizaciones criminales como las 
Bacrim disponen de miembros permanentes 
para ejercer control social.
El control de la población en un territorio 
dado se expresa en la práctica masiva de la 
extorsión. A diferencia de las Farc, las Bacrim 
no tienen fundamento ideológico como 
guía del control social que pueden efec-
tuar; sin embargo, el ejercicio de la extorsión 
implica el establecimiento de una relación 
de dominio entre la comunidad que paga un 
impuesto por ser protegida —y de paso por 
no ser víctima de la violencia de quien cobra 
la extorsión— y la organización armada que 
ofrece el servicio de protección por la fuerza. 
En el fondo, la extorsión refleja la incorpo-
ración de una tecnología de control social 
entre los jóvenes que alimentan las bandas 
criminales. Sin necesidad de grandes elabo-
raciones ideológicas, las bandas saben que 
si logran imponer un orden en comunidades 
periféricas, pueden garantizar una fuente 
constante de recursos y, de paso, controlar 
el resto de rentas ilegales en el nivel local. 
Como se verá en la próxima sección, la capa-
cidad de reproducción de las Bacrim es la 
gran amenaza para la seguridad desde el 
narcotráfico en el posacuerdo.
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CAPÍTULO 3
De carteles, a baby carteles 
o, más bien, a carteles 
rurales
Diversos autores han recalcado que en Colombia las organizaciones 
del narcotráfico han dejado atrás el modelo de los grandes carteles y 
han adoptado el modelo de red, más flexible y complejo. El cambio, 
que se inició desde el momento en que desaparecieron los carteles 
de Medellín y de Cali y comenzó la proliferación de los llamados baby 
carteles, se debió a que las estructuras más jerarquizadas resultan 
obsoletas, a la desarticulación sufrida por ataques de las autoridades 
y a que las organizaciones narcotraficantes se hicieron cada vez más 
hábiles para adaptarse a los cambios. El nuevo modelo suele estar rela-
cionado con el efecto medusa que se evidencia luego de la desarticu-
lación y desmantelamiento de estas organizaciones: allí donde se corta 
una cabeza, se multiplican cabezas nuevas. Es más fácil reconstruir un 
baby cartel que un cartel como el de Medellín.
Sin embargo, hay que tener cuidado cuando se reduce la transforma-
ción en la estructura organizacional del narcotráfico a un simple ajuste 
de estructuras jerarquizadas a estructuras en red. Lo que hay detrás es 
una pérdida de la capacidad de control de las organizaciones narcotra-
ficantes en las grandes ciudades y que es en realidad posterior al final 
del cartel de Medellín y de Cali, en particular del control que se ejercía 
sobre quienes se encargaban de aprovisionar los mercados internacio-
nales y de llevar a cabo los procesos de traída de capitales a Colombia. 
De hecho, el cartel del Norte del Valle y los paramilitares de Castaño 
pudieron seguir ejerciendo un fuerte control sobre los operarios de 
drogas que se encargaban de estas fases del negocio. Solo que en vez de 
ejercerlo en las ciudades lo hacían desde zonas rurales donde disponían 
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de poderosos aparatos coercitivos. Los grandes 
carteles también funcionaban como redes, la dife-
rencia estaba en que podían mantener un control 
más estricto sobre sus distintos operarios, al punto 
de establecer una relación de subordinación. Ese fue 
en realidad el gran cambio: la aparición de carteles 
rurales que aprovechaban los vacíos y las debili-
dades del Estado para controlar, en la medida de sus 
posibilidades, las otras operaciones del narcotráfico, 
incluyendo los baby carteles que se encargaban 
de las operaciones de tráfico internacional, y una 
amplia gama de actividades legales e ilegales, eso 
sin mencionar el nivel de control social que ejercían.
Ahora bien, ¿qué implicaciones tienen estas trans-
formaciones en el posacuerdo? En primer lugar, 
que Colombia está asistiendo a una tercera etapa 
en la configuración de las organizaciones narcotra-
ficantes. De los grandes carteles de las ciudades 
se pasó a un control de cultivos y laboratorios en 
zonas más periféricas por parte de paramilitares 
desde zonas rurales e intermedias y por guerri-
llas. Ahora ese control ha pasado hacia bandas 
criminales menos ligadas al conflicto político, pero 
capaces de mantener dominio e influencia terri-
torial en espacios marginales y periféricos de la 
sociedad, al tiempo que desde allí extienden su 
control al resto de actividades ilegales, incluyendo 
por supuesto el narcotráfico. El control implica que 
las bandas funcionan como los ejecutores de los 
derechos de propiedad y de los contratos de los 
narcotraficantes. Si un baby cartel decide no pagar 
una mercancía o robar a otra organización, tendrá 
que enfrentar las retaliaciones de las bandas que se 
encargan de hacer justicia entre ilegales. Así, según 
McDermott, estas bandas son redes criminales17 
que operan como franquicias y se componen de 
muchos grupos diferentes o “nodos”, que son parte 
de las mismas estructuras, pero que están usual-
mente dedicados a diferentes actividades. En la 
medida que funcionan como redes criminales, las 
Bacrim son “organizaciones mucho más fluidas que 
los carteles o las federaciones, con miembros que 
van y vienen dependiendo de los servicios que 
ofrecen y del mercado criminal que existe para esos 
servicios” (McDermott, 2014a, p. 10).
17 La organización en red también 
reconoce mandos en cada una de 
sus estructuras, pero su ventaja 
consiste en que opera con más auto-
nomía y con un mayor nivel descen-
tralización (Fundación Paz y Recon-
ciliación, 25 de febrero del 2016).
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En términos de su organización, como 
señala Prieto, las Bacrim pueden analizarse 
en dos niveles: en el primer nivel está la 
cúpula, encargada de las operaciones como 
envíos directos de cocaína o delegados 
en terceros a través de baby carteles, y en 
el segundo nivel, está la base de la orga-
nización, compuesta por células de delin-
cuencia común, encargadas de actividades 
específicas en el nivel local como controlar 
zonas de cultivos ilícitos, el microtráfico y 
la microextorsión. Según estos niveles, es 
posible distinguir “entre el componente 
estructural, constituido por los mandos prin-
cipales de la organización (capos o jefes) 
junto con el brazo armado y financiero que 
recibe órdenes directas de estos mandos, y 
las redes criminales, que prestan apoyo logís-
tico, armado o material” (Prieto, 2013, p. 4). 
Entre ambos niveles y gracias a la creciente 
fragmentación de la cadena productiva del 
narcotráfico y a la existencia de múltiples 
polos de actividad y poder, viene cobrando 
cada vez más relevancia la figura de los 
brokers o intermediarios (Tickner et al., 2011, 
480), que cumplen un papel fundamental 
en la articulación de las nuevas estructuras 
criminales.
En ese sentido, existan o no grandes opera-
rios internacionales de drogas en el país, el 
poder asociado al control del narcotráfico 
será mayor cuanto mayor sea la capacidad 
de descentralización de organizaciones 
criminales como las Bacrim, pues aunque 
estas se encuentran actualmente en territo-
rios periféricos, tanto urbanos como rurales, 
desde allí disponen del poder necesario 
para ejercer el control del narcotráfico, 
desde la producción local hasta los baby 
carteles que organizan el despacho de la 
droga a los mercados mundiales. Las Bacrim 
están insertadas en contextos donde han 
asumido o asumirán en alguna medida las 
funciones de control social que los grupos 
armados ejercieron durante mucho tiempo 
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en los territorios y poblaciones periféricas, 
bien en las zonas de cultivo y laboratorios, 
bien en las rutas de tráfico y en los puertos, 
bien en las zonas periféricas de munici-
pios donde regulan el microtráfico. Esta es 
la principal amenaza a la seguridad que se 
avecina en el posacuerdo porque implica 
que, a pesar de la transformación de carteles 
a baby carteles, el problema del control 
social desde el narcotráfico continúa siendo 
un fenómeno extendido en muchas regiones 
del país y que está, además, en un crítico 
proceso de reproducción.
La capacidad de reproducción de las Bacrim 
en los centros urbanos está asociada, por 
un lado, a la tercerización del control de 
las actividades criminales y al potencial de 
rentas disponibles en estos espacios, no 
solo desde el narcotráfico, sino de toda otra 
serie de economías criminales, en parti-
cular la extorsión. La tercerización implica 
la adaptación de las dinámicas de control 
criminal a las circunstancias y caracterís-
ticas del entorno, como señala la Funda-
ción Paz y Reconciliación (8 de febrero de 
2016): “Mientras que en los grandes centros 
poblados las bandas criminales operan en 
forma de red, en donde los nodos son los 
grupos delincuenciales, que les aseguran 
operatividad en estas zonas, en las áreas 
rurales y rutas de comercialización de drogas, 
mantienen estructuras más sólidas y lineales 
de mando, esto con el objeto de asegurar la 
influencia que ejercen sobre el narcotráﬁco”. 
Del mismo modo, en los centros urbanos 
las Bacrim suelen tener acceso a rentas 
derivadas del narcomenudeo, la extorsión, 
las oficinas de cobro y otras actividades 
“predatorias”. Y en las zonas rurales, consi-
guen beneficios en términos de acceso a 
rentas derivadas de cultivos ilícitos, minería 
ilegal, operación de corredores estratégicos 
para el tráfico de drogas, armas, municiones, 
entre otros (Fundación Paz y Reconciliación, 
2013, p. 12).
Por otro lado, la reproducción de las Bacrim 
responde a un problema social. Muchos 
jóvenes excluidos, sin mayores oportuni-
dades en las barriadas marginales de las 
ciudades, encuentran en organizaciones 
criminales con capacidad de control social 
una forma de adquirir riqueza, poder y 
estatus social, así sea dentro de un orden 
marcado por la criminalidad y la violencia. 
Además, en muchas áreas periféricas y 
marginales las comunidades dependen de 
las rentas del narcotráfico para su inclusión 
en los mercados y en economías que vayan 
más allá de la pura subsistencia. Lo que 
ocurre entonces es una división geográfica 
de trabajo en el narcotráfico con fuertes 
implicaciones en el potencial de control de 
la sociedad. En zonas periféricas y margi-
nales el negocio de las drogas suele permear 
todas las dinámicas sociales: quienes se 
dedican al negocio terminan por regular, 
además de la producción y la distribución 
de drogas, las demás interacciones sociales 
(Duncan, 2013). En las zonas integradas al 
desarrollo económico el control está restrin-
gido a los asuntos puramente criminales, 
no se establecen relaciones de dominación 
con la sociedad, e incluso puede no existir 
control de ningún tipo, simplemente se trata 
de organizaciones criminales que ejecutan 
una actividad prohibida por las instituciones 
estatales.
El riesgo que para la seguridad representan 
las Bacrim en el posacuerdo proviene preci-
samente de esa capacidad de ejercer control 
de la población en territorios periféricos 
y marginales. Es una continuación de las 
condiciones del conflicto, solo que sin la 
trama ideológica de subversión y antisubver-
sión. Pero con los mismos riesgos de: i) victi-
mización de la población civil que se oponga 
al ejercicio de su autoridad, ii) colusión con 
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autoridades civiles, policiales y militares para mantener el control de estas 
comunidades, y iii) criminalización de las actividades económicas (desde 
uso masivo de la extorsión hasta la dependencia del mercado de los capi-
tales ilícitos). Además, hay que agregar un riesgo nuevo. Eventualmente, las 
aspiraciones de control de la sociedad local y de las economías criminales 
pueden llevar a choques con los movimientos políticos que se deriven de los 
acuerdos con las Farc, que también aspirarán a ejercer, ahora desde la lega-
lidad, funciones de gobierno y de control político en esas comunidades. De 
hecho, esta es la razón más probable de victimización de los partidos y movi-
mientos sociales de izquierda en el período de posacuerdo.
Finalmente, es plausible pensar en la posibilidad de considerar la idea de un 
proceso de paz alterno, aunque no paralelo, con las Bacrim. Una iniciativa así 
destrabaría muchos temas importantes del posacuerdo. Sobre todo, contri-
buiría al propósito de construcción de paz territorial. Llevar el Estado y los 
mercados a la periferia, que es el ideal subyacente de las negociaciones de 
La Habana, será mucho más fácil si no existen organizaciones armadas como 
las Farc o las Bacrim, que aprovechan el control de las economías criminales 
para ejercer un gobierno de facto de las comunidades (Duncan, 13 de febrero 
de 2016). Es cierto que las Bacrim no tienen cómo reclamar ningún tipo de 
motivación política y sería absurdo que el gobierno se las atribuyera. Pero 
es posible una paz basada en un proceso masivo y sistemático de desmovi-
lización mediante instancias de sometimiento de la justicia. Se trata de que 
paguen una pena de cárcel que garantice su desvinculación de las actividades 
criminales, que reparen a sus víctimas y que dejen espacios libres para que 
el Estado cope el territorio con sus instituciones. Si no se piensa en algo así, 
será un hecho que los espacios libres que alcancen a dejar efectivamente las 
Farc serán ocupados por las Bacrim y la construcción de paz territorial será 
más complicada toda vez que estas no son solo una organización, son también 
una tecnología de control social. Es un aprendizaje extendido sobre cómo 
proveer orden, seguridad y garantizar un flujo de ingresos en sociedades que 
dependen de economías extractivas como el narcotráfico y la minería ilegal.
Tan efectivas son las instituciones de estos ejércitos privados, que el gran 
riesgo de una negociación con una Bacrim es que inmediatamente surja otra 
en su reemplazo para llenar las expectativas de riqueza de una clase delictiva 
y para llenar los vacíos de gobierno en la periferia del país. Para el Estado, la 
cuestión es entonces no solo cómo desmovilizar Bacrim mediante acuerdos. 
Lo que se necesita es imponer sus instituciones a lo largo de territorios perifé-
ricos, hoy bajo el control de ejércitos privados. Hay dos opciones, complemen-
tarias entre sí. Una es adecuar las instituciones estatales al contexto social. La 
otra es adecuar el contexto a sus instituciones. Ambas opciones toman mucho 
tiempo y recursos, pero al margen de ellas no existen soluciones milagrosas.
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CAPÍTULO 4
El problema del 
microtráfico, una expresión 
del control por criminales 
en comunidades y barriadas 
de las grandes ciudades
En cierto momento, luego de la desmovilización de las AUC, se habló 
de que los carteles mexicanos habían desplazado a los narcotraficantes 
colombianos, a tal extremo que las organizaciones criminales locales 
habían volcado su capacidad hacia el mercado interno de drogas18. Esa 
era la razón, de acuerdo con fuentes policiales, del nuevo problema de 
microtráfico, que se había convertido en noticia en ese entonces. La 
realidad era, sin embargo, muy diferente. El gran negocio continuaba 
estando en el mercado internacional. Aun bajo el supuesto de que los 
carteles mexicanos fueran capaces de controlar las rutas de cocaína 
desde los puertos colombianos, tanto el precio de la droga FOB como 
las cantidades exportadas son mayores en el mercado hacia afuera que 
en el mercado interno.
18 Una crítica bastante acertada y documentada a estas afirmaciones se 
encuentra en el texto de Angélica Durán Violencia Urbana, Narcotráfico y 
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Figura 4.
Evolución del número total de capturas por el delito de fabricación,
porte y tráfico de estupefacientes
Fuente: Policía Nacional.
El problema del microtráfico era real, las cifras de capturas 
eran alarmantes (ver figura 4), no era una invención de los 
medios y de la policía, pero era de una naturaleza distinta. No 
tenía que ver con el monto de las ganancias, sino con la adop-
ción de tecnologías de control social por grupos delincuen-
ciales en las grandes ciudades. Desde cuando estaba vigente 
el control de las AUC sobre el crimen organizado, el tema del 
microtráfico hacía parte de los negocios típicos bajo el control 
de estas grandes estructuras armadas. La rentabilidad, desde 
entonces, era más política que económica. Quien controlaba 
la venta minorista de droga controlaba el territorio y el resto 
de los mercados criminales que allí tenían lugar. La mayor 
parte de las ganancias de las “plazas de vicio” se iban en el 
pago de la nómina de los sicarios, vigilantes, expendedores y 
demás delincuentes del lugar. No importaba, era un negocio 
que garantizaba a un grupo de las AUC el control del territorio.
Al desmovilizarse las autodefensas, desparecieron los grandes 
jefes de los ejércitos privados que extendían su control desde 
lo rural hacia las ciudades gracias al control de las plazas 
de vicio. Pero el negocio continuó, ahora bajo el mando de 
organizaciones criminales locales o bajo el paraguas de 
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protección a la distancia de alguna Bacrim 
rural. La flexibilización y la autonomía 
adquirida, propia de las organizaciones en 
forma de red, significó una relajación en la 
disciplina de los miembros de las organiza-
ciones delincuenciales. Los excesos comen-
zaron a hacerse más notorios en términos de 
violencia innecesaria y en delitos colaterales 
que llamaron la atención de los medios y 
las autoridades. De ahí que el tema de las 
ollas se convirtiera en parte de la agenda del 
propio presidente de la república, quien dio 
instrucciones a la policía para que las inter-
viniera y desmantelara.
Pero la verdadera razón para que el microtrá-
fico se convirtiera en una amenaza a la segu-
ridad ciudadana estaba en un efecto colateral 
de la desaparición de los grandes capos de 
los carteles urbanos y de los ejércitos de las 
AUC. Al no disponer de las rentas del tráfico 
internacional y de los grandes negocios que 
controlaban los capos, los jefes delincuen-
ciales locales comenzaron a intensificar 
la extracción de rentas de las actividades 
locales. La extorsión se disparó. Cualquier 
actividad ilegal o informal estaba sujeta a 
un cobro por protección dentro de la típica 
lógica mafiosa. Quien no pagaba era expro-
piado de sus mercancías y de su negocio o 
agredido físicamente. Incluso, muchas acti-
vidades legales comenzaron a sufrir cobros 
por extorsión. Sobre todo, empresarios que 
no tenían influencia suficiente para reclamar 
protección de las autoridades o que tenían 
negocios en lugares donde las bandas crimi-
nales ejercían control territorial. Los nuevos 
niveles de predación, junto a los abusos y a 
la violencia excesiva, llamaron la atención 
de la ciudadanía.
Al igual que las Bacrim en las zonas perifé-
ricas, la proliferación de bandas criminales 
dedicadas al microtráfico es una herencia de 
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toda la violencia anterior. Es la adopción de tecnologías de control 
social impuestas por sofisticadas organizaciones criminales que 
hicieron parte de un conflicto armado, pero que luego son recicladas 
por organizaciones puramente delincuenciales. Ahora bien, estas 
tecnologías varían de acuerdo con la historia particular del involu-
cramiento de los grandes carteles y de las facciones de las AUC en 
las barriadas y plazas de vicio de cada ciudad. Las grandes organiza-
ciones criminales perfilaron la forma como los delincuentes locales 
iban a organizarse y a controlar los mercados minoristas de drogas.
En Medellín el tema de las bandas que controlan diversos espa-
cios y transacciones en la ciudad tiene su origen en la guerra de 
Pablo Escobar contra el Estado. Escobar convirtió a los criminales 
locales en el aparato coercitivo del narcotráfico internacional. Desde 
entonces dispusieron de recursos y control de comunidades. Cuando 
se acabaron los grandes capos, luego de la desmovilización de Don 
Berna, estas bandas se especializaron en la extracción de rentas por 
extorsión y en el control de mercados criminales e informales. En 
Cali la situación fue distinta porque los capos del Cartel de Cali no 
involucraron a las bandas de los barrios marginales en el negocio. Al 
contrario, apoyaron a las autoridades en el mantenimiento del orden 
establecido. Sin embargo, en épocas posteriores las pandillas de 
los barrios marginales adoptaron las tecnologías de otras ciudades 
y se aliaron con las oficinas del crimen organizado que también 
comenzaron a ingresar en la ciudad. Al día de hoy existe en Cali un 
control criminal basado en la extorsión y en la monopolización de los 
mercados criminales e informales similar al de Medellín.
En Bogotá la situación es un poco diferente porque no se ha podido 
consolidar una gran oficina de cobro que aglutine y someta a las 
bandas dedicadas al microtráfico. El control de la venta minorista 
de drogas es más descentralizado. Pero al margen de las variaciones 
de cada caso, el tema del microtráfico se presenta como un grave 
problema en las ciudades, que, aunque poco tiene que ver directa-
mente con el posacuerdo, corre el riesgo de ser un grave factor de 
riesgo para la seguridad. Es el surgimiento de una nueva modalidad 
de crimen organizado menos conectado con los circuitos mundiales 
del narcotráfico y más pendiente de las oportunidades de explota-
ción de rentas locales, con su consiguiente impacto negativo en las 
condiciones de seguridad de la ciudadanía.
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Durante las últimas décadas, y de acuerdo con los cálculos más conser-
vadores, en Colombia han entrado cada año cifras que rondan los 
varios billones de dólares por concepto de exportaciones de drogas. 
Un estudio reciente de Mejía y Rico (2011) estimaba los ingresos 
para finales de la década del 2000 en 7 billones de dólares anuales, 
una cifra similar a la entregada por Mancuso en un reportaje a la 
revista Semana19. Es de suponer que todo ese dinero luego de haber 
sido lavado e introducido en la economía legal debería constituir un 
volumen de capital tan grande que resultaría muy difícil esconder a 
las autoridades. Lo lógico sería esperar que la acción del Estado se 
hubiera traducido en la captura de numerosos responsables de las 
operaciones de blanqueo y en la incautación de los bienes y el dinero 
producto del narcotráfico.
19 Los datos son tomados de SIEDCO - Sistema de Información Estadístico 
Delincuencial, Contravencional y Operativo de la Policía Nacional. Ver las 
estimaciones hechas por Mancuso a la revista Semana ver: http://www.
semana.com/nacion/multimedia/las-cuentas-coca-mancuso/141234-3
CAPÍTULO 5
El problema del lavado 
y los pobres resultados 
de las políticas públicas
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Sin embargo, los datos de capturas y de deco-
miso de bienes son ridículos en compara-
ción con la magnitud de las exportaciones de 
drogas. Para dar una idea de la pobreza de 
los resultados, basta decir que en Medellín, 
uno de los dos centros de lavado más impor-
tantes del país, en el 2014 solo se capturaron 7 
personas por ese motivo. ¡En el 2013 se captu-
raron 4 personas y en el 2010 solo 2! ¡En otros 
lugares donde se concentra el grueso de los 
cultivos y laboratorios como Nariño y Norte de 
Santander, solo se capturó una persona en cada 
departamento en el 2014! En total, en el país 
se capturan solo alrededor de 100 personas 
al año por delitos relacionados con el lavado 
de activos. Las cifras por departamento están 
disponibles en el anexo 1.
¿Por qué el Estado colombiano ha realizado un 
esfuerzo tan pobre para atacar esta fase del 
negocio, al tiempo que ha realizado enormes 
esfuerzos en otras fases como la erradica-
ción de cultivos o el desmantelamiento de los 
grandes carteles? Las explicaciones más obvias 
van por el lado de la presión de Estados Unidos 
y la corrupción. Estados Unidos está más inte-
resado en acabar la oferta, por lo que su ayuda 
internacional y su influencia política dejan a un 
lado las operaciones de lavado y se centran en 
la destrucción de la droga en su etapa primaria, 
principalmente cuando apenas está en la fase 
de cultivos. Del mismo modo, los lavadores 
concentran mayores recursos y hacen parte 
de sectores aceptados socialmente, por lo que 
se les facilita corromper a las autoridades. La 
droga en su fase de capital tampoco guarda el 
estigma social que implican las operaciones 
relacionadas con la producción y el trans-
porte de mercancías, asociadas a criminales 
violentos provenientes de sociedades margi-
nales y periféricas. Por lo que el menor uso de 
la violencia provoca una menor atención de las 
autoridades.
Para dar una idea 
de la pobreza de 
los resultados, 
basta decir que 
en Medellín, 
uno de los dos 
centros de lavado 
más importantes 
del país, en el 




¡En el 2013 se 
capturaron 4 
personas y en el 
2010 solo 2!
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Todo esto puede ser cierto en el análisis 
de las razones por las que la persecución 
al lavado es menos intensa que la que se 
hace a las demás fases del negocio, pero 
como explicación es insuficiente. No consi-
dera otras razones políticas más importantes 
a la hora de definir dónde se concentra 
el esfuerzo del Estado. Desde el preciso 
momento en que el dinero es blanqueado 
e ingresa a una cuenta bancaria, comienza a 
estar bajo la regulación del Estado. Los lava-
dores no son en ese sentido un desafío insti-
tucional, son delincuentes sin aspiraciones 
de imponer sus propias leyes. Al contrario, 
están dispuestos a facilitar el control del 
Estado en las grandes ciudades donde está 
localizado el grueso de sus inversiones. En 
Medellín, por ejemplo, los comerciantes de 
El Hueco, quienes construyeron desde el 
lavado una de las zonas económicas más 
importantes de la ciudad, prefieren al día la 
regulación de sus negocios por las autori-
dades y las instituciones del Estado, a la de 
las Convivir, como se conoce a las mafias del 
centro. Son conscientes de que no pueden 
dejar la estabilidad de inversiones billo-
narias en manos de bandas de jóvenes y 
adolescentes armados.
Algo muy distinto ocurre en una región de 
cultivos o donde se instalan los laboratorios. 
Allí, los narcotraficantes, sean guerrillas, 
paramilitares o carteles, aspiran a gobernar 
con sus propias leyes y sus propios aparatos 
coercitivos. Por eso el Estado, ante el desafío 
que representan a sus instituciones y sus 
aparatos de seguridad, responde con mayor 
severidad. Destruir los cultivos y los labora-
torios es un paso necesario para recuperar 
el control del Estado sobre la población y 
el territorio. En ocasiones se trata de incluir 
esa población y esos territorios por primera 
vez bajo el control del Estado. Es una lógica 
política que va más allá de la presión nortea-
mericana y de la corrupción, que sin duda 
son reales en las decisiones sobre cuál fase 
del negocio atacar con mayores recursos y 
voluntad.
El problema es que de todos modos el 
lavado afecta indirectamente la capacidad 
institucional del Estado, quizá tanto como 
las otras fases operativas. La corrupción 
alrededor del lavado destruye las reglas del 
juego de la democracia al distorsionar los 
resultados electorales. Toda la economía 
informal y las ventas de contrabando que 
son utilizadas para el blanqueo de dinero 
destruyen la capacidad del Estado de regular 
los mercados. Eso sin mencionar que gracias 
al blanqueo se financian las otras fases 
de la cadena productiva del negocio. Una 
parte menor del dinero que se blanquea 
en las ciudades va a parar a los municipios, 
veredas y selvas donde sucede el grueso 
del conflicto. Sin embargo, ese dinero es 
suficiente para que guerrillas, paramilitares 
y mafias desafíen a las instituciones y las 
autoridades estatales.
En consecuencia, reorientar los esfuerzos 
del Estado en contra del lavado debe ser 
una política pública de máxima prioridad 
en el posacuerdo, no solo para evitar que 
la droga llegue al consumidor en EE.UU., 
sino para recuperar el control de nume-
rosos espacios y comunidades donde hoy 
los criminales ejercen su propia ley y donde 
las Farc al momento de dejar sus armas van 
a experimentar el mayor riesgo de ataque 
por parte de las Bacrim. Lo que al final de 




El borrador conjunto del 
Gobierno Nacional y las 
Farc-EP de cara al problema 
de las drogas ilícitas
La siguiente sección analiza lo firmado hasta ahora en el punto 
de drogas en los acuerdos de La Habana y sus implicaciones en el 
posacuerdo. El Estado y las Farc-EP llegaron a una posible solución al 
problema de drogas ilícitas, y en ella ambas partes consideraron cuatro 
frentes a los que se debe apuntar. El primer frente son las comuni-
dades marginadas y aisladas por el conflicto, que han sido las que han 
sufrido más crudamente los estragos de los cultivos ilícitos. Allí se debe 
de buscar una solución integral, una reforma agraria estructural para 
asegurar el futuro de ellas, y el acuerdo se debe de plantear en torno 
a la sustitución efectiva de estos cultivos y nuevas oportunidades para 
el progreso. El segundo frente es la corrupción en las instituciones del 
Estado, derivada del narcotráfico y que afecta la eficiencia y el desem-
peño de los gobiernos, además de entorpecer procesos de desarrollo. 
El tercero es el compromiso a intensificar la lucha contra las opera-
ciones finales del narcotráfico como el lavado de activos, llevadas a 
cabo por organizaciones criminales. El cuarto frente es la sociedad 
como un todo: buscar soluciones para los consumidores y los derechos 
humanos, y que se apliquen y cumplan los principios del Estado social 
de derecho. También se tienen en cuenta las comunidades que usan la 
hoja de coca como una tradición milenaria y ancestral.
Para llegar a una solución firme y viable en el marco del posacuerdo, se 
acordaron tres planes: i) el programa de sustitución de cultivos de uso 
ilícito, ii) los programas de prevención del consumo y la salud pública, 
y iii) la solución al fenómeno de producción y comercialización de 
narcóticos. A continuación se explica cada uno de ellos:
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La base del acuerdo en el tema de sustitu-
ción de cultivos es el de la generación de 
condiciones de bienestar para las comuni-
dades afectadas por el conflicto, en parti-
cular aquellas que han tenido relación de 
subsistencia con los cultivos de uso ilícito. 
Con este propósito, el gobierno colombiano 
implementará el Programa Nacional Integral 
de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito, 
PNIS, que será la autoridad competente 
en este tema. El Estado colombiano tendrá 
como objetivo primordial asegurar y forta-
lecer la presencia institucional en todos los 
rincones del país, para así generar y asegurar 
las garantías necesarias, la sostenibilidad 
del PNIS y las capacidades de gestión de 
las comunidades y sus organizaciones. Por 
su parte, las Farc-EP, luego de firmado el 
acuerdo, participarán activamente y contri-
buirán a la solución del problema. Además, 
se pactó que el PNIS será un componente de 
la Reforma Rural Integral, RRI; la construc-
ción de acuerdos y planes de trabajo deberá 
de ser conjunta, participativa y concertada, 
se tomará como base la decisión de las 
comunidades de abandonar estos cultivos; 
habrá un enfoque diferencial para cada terri-
torio y se tendrán en cuenta comunidades 
más vulnerables como las comunidades 
indígenas y afrodescendientes para garan-
tizar la sostenibilidad socio-ambiental; se 
enfatizará que todas las acciones deberán 
de estar fundamentadas en el respeto y apli-
cación de los principios y normas del Estado 
social de derecho y los derechos humanos; 
y, por último, para generar confianza entre 
las comunidades, la sustitución será comple-
tamente voluntaria para evitar detrimentos 
de la sostenibilidad económica, social y 
ambiental de las familias afectadas.
Para contribuir con la generación de mejores 
condiciones de vida y oportunidades econó-
micas a la población afectada por los cultivos 
de uso ilícito, el PNIS promoverá la sustitu-
ción voluntaria y la participación voluntaria 
en estos programas mediante los siguientes 
elementos: la generación de un entorno de 
seguridad para garantizar el derecho a la 
vida; en este punto se establece el compro-
miso de poner en marcha un programa de 
desminado y limpieza de las zonas del país 
que hayan sido afectadas por minas antiper-
sona y municiones sin explotar.
El segundo elemento será que cada uno de 
los programas que se vayan a implementar 
deberán de ser acordados con las comuni-
dades, partiendo de la voluntad de las partes; 
en el acuerdo se incluirá la formalización del 
compromiso de sustitución de conflictos, de 
no resiembra y no participación en la comer-
cialización ilegal de materias primas deri-
vadas de los cultivos ilícitos; en este punto 
cabe aclarar que se establece explícitamente 
que en aquellos predios donde no acepten 
los programas de sustitución planteados se 
procederá con erradicación manual.
El siguiente elemento plantea que aunque 
la cobertura del PNIS sea nacional, la aplica-
ción de este se iniciará según la priorización 
de los territorios de acuerdo con algunas 
especificaciones y criterios técnicos que se 
establecerán posteriormente. También se 
sostiene que habrá un tratamiento penal 
diferencial para eximir de sanción penal a los 
pequeños agricultores que tengan o hayan 
tenido vínculos con cultivos ilícitos dentro 
de un plazo de dos años desde el día en que 
1. Programa de sustitución 
de cultivos de uso ilícito
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se ponga en marcha el acuerdo y que mani-
fiesten la decisión de renunciar a los cultivos 
siguiendo los planes integrales de desarrollo 
alternativo. El seguimiento y evaluación de 
la ejecución y cumplimiento será periódico 
y de la mano de consejos municipales de 
evaluación de seguimiento, acompañados 
de invitados de los sectores competentes de 
cada una de las comunidades.
Los últimos elementos son los componentes 
de un plan de atención inmediata para los 
núcleos familiares, los recolectores y la 
comunidad en general, que asegurará unos 
mínimos vitales en temas alimentarios, en 
materia de cultivos a corto y largo plazo, en 
oportunidades laborales, en temas educa-
tivos y de protección al adulto mayor. En 
el punto de la asistencia alimentaria hay 
una disyuntiva importante entre las partes, 
ya que el Gobierno Nacional propone una 
asistencia por seis meses, mientras que las 
Farc-EP proponen un auxilio por dos años.
Junto con este plan de choque también se 
establece la implementación de obras de 
infraestructura social de ejecución rápida 
para atender las necesidades más urgentes 
de cada población, y ayudas de sostenibi-
lidad y recuperación ambiental de los terri-
torios. Como reconocimiento a las áreas 
donde se cumplan los compromisos, se 
facilitarán los procesos de formalización de 
la propiedad en los términos del Plan de 
Formalización Masiva que se propone en la 
Reforma Rural Integral. Para las zonas apar-
tadas también se deberán de crear medidas 
de impacto en temas laborales ambientales 
y socioeconómicas. Junto con la implemen-
tación de estos planes de choque inmediato 
se deberán de establecer cronogramas, 
metas e indicadores para medir el impacto 
de los proyectos.
En sí mismos, los puntos del acuerdo en el 
plan de sustitución de cultivos responden 
a demandas y realidades sociales que 
el Estado y la sociedad están en mora de 
atender. Integrar a estas comunidades a las 
instituciones del Estado y a los mercados 
modernos es una tarea indispensable para 
la construcción de nación y de sociedad, y, 
necesariamente, un paso previo para poder 
alcanzar una paz definitiva. Sin embargo, la 
forma como fue acordado el plan de inver-
siones presenta grandes riesgos. Por un 
lado, las Farc quedaron como las grandes 
interlocutoras y representantes de las 
comunidades que viven de los cultivos 
de coca, mientras que el gobierno colom-
biano queda como la parte opuesta a los 
programas de desarrollo y de sustitución 
de cultivos, que debe responder solo por 
compromisos adquiridos durante la nego-
ciación con la guerrilla.
Por otro lado, y este riesgo es mucho más 
grave, la legalización de los cultivos durante 
dos años, además de crear fuertes incen-
tivos para que colonos y campesinos se 
dediquen a la hoja de coca, ofrece una gran 
oportunidad a las Bacrim de apoderarse de 
un mercado criminal. Los cultivos podrán 
ser legales, pero las fases posteriores del 
negocio no lo son y algún tipo de organiza-
ción criminal intentará imponerse violenta-
mente para controlar las rentas del negocio 
y el acceso a las fuentes de suministro de 
la base de coca para fabricar cocaína. De 
hecho, quien controle esta fuente de sumi-
nistro se convertirá en la organización más 
importante del narcotráfico en el país. Es 
apenas cuestión de tiempo para que las 
Bacrim incursionen en zonas de cultivos y, 
eventualmente, terminen por disputar a las 
Farc el control de los cultivadores. Dado que 
estas estarán desarmadas, los resultados de 
este enfrentamiento pueden ser muy ries-
gosos para el proceso y para la protección 
de las Farc en la legalidad política.
43
El segundo plan tiene menos incidencia 
en temas políticos y de seguridad en el 
posacuerdo. Es una aproximación del corte 
de política de salud pública al tema del 
consumo de drogas. Parte de reconocer que 
al ser el consumo de psicoactivos un fenó-
meno generado por causas económicas, 
familiares, culturales y sociales, la solución 
requiere un esfuerzo mancomunado entre 
las comunidades, las autoridades y las fami-
lias de los individuos, en torno a políticas 
de salud pública de prevención, atención y 
acompañamiento integral. Estas políticas, 
generadas a partir de un enfoque pluralista 
y participativo, teniendo en cuenta los prin-
cipios de la democracia, el Estado social de 
derecho y los derechos humanos, para lograr 
el fortalecimiento a todo nivel del sistema 
de protección social.
Para esto, el Gobierno Nacional se compro-
mete a crear el Programa Nacional de Inter-
vención Integral frente al Consumo de 
Drogas Ilícitas, cuyo objetivo es entrelazar 
todas las instituciones competentes en 
materia de la prevención y el consumo de 
drogas ilícitas. Los principios en los que se 
fundamenta este programa parten de una 
serie de enfoques que hacen de este un 
proyecto multidimensional: un enfoque de 
derechos humanos donde se garantiza la no 
estigmatización, discriminación o persecu-
ción del adicto; un enfoque de salud pública 
para identificar las necesidades en la pobla-
ción; un enfoque diferencial y de género 
para asegurar que las soluciones respondan 
a las necesidades específicas de los consu-
midores, además de garantizar el respeto 
por el uso ancestral de la hoja de coca por 
parte de las comunidades indígenas.
2. Programas de prevención del consumo
y salud pública
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Junto con el programa antes planteado, también se deberá 
diseñar un Sistema Nacional de Atención al Consumidor de 
Drogas Ilícitas para mejorar la atención a los consumidores que 
necesiten ayuda de forma progresiva en temas de tratamiento 
y rehabilitación. Además, para que este programa esté actua-
lizado, el Gobierno fomentará instancias nacionales de parti-
cipación con representantes de las autoridades competentes 
y miembros de las comunidades vulnerables; dentro de estas 
instancias se trabajará para la revisión y evaluación de las polí-
ticas implementadas, el análisis de las tendencias de consumo 
de drogas ilícitas y por último retomar consideraciones perti-
nentes sobre las experiencias y trabajos sobre el tema, tanto 
a nivel nacional como internacional, teniendo en cuenta las 
recomendaciones de los organismos internacionales.
Este programa debe de promover el desarrollo de capaci-
dades de las autoridades locales, por esto las acciones en el 
enfoque territorial y poblacional se deberán realizar mediante 
planes de acción participativos que contengan mínimamente 
algunas acciones de vital importancia, tales como acciones 
para promover la salud y la prevención, para fortalecer las 
comunidades, para apoyar el liderazgo juvenil, además de 
programas especiales en las instituciones educativas del 
país, acciones para sensibilizar y reducir el daño en las comu-
nidades evitando la estigmatización y discriminación de los 
consumidores, y acciones para ampliar y mejorar el sistema 
salud en temas de acceso y asistencia para los consumidores.
Finalmente, deberán de implementar instancias participa-
tivas de evaluación y seguimiento, para adelantar un moni-
toreo permanente de todo aquello que se adelanta de cara 
al consumo, evaluando el impacto y a su vez determinando 
nuevas necesidades; para esto se pondrá en marcha un 
sistema de seguimiento y evaluación. Junto con los planes 
de evaluación y seguimiento se gestionarán algunas medidas 
para tener información pertinente y necesaria, medidas que 
estarán enfocadas en la elaboración de estudios e investiga-
ciones, análisis periódicos territoriales y la creación de meca-
nismos de comunicación efectiva. La financiación de este 
programa se discutirá en el punto 6 de la agenda del acuerdo 
general.
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3. Solución al fenómeno de producción y 
comercialización de narcóticos
El último componente del plan se enfoca en 
una solución global al problema del narcotrá-
fico, que evite reducir el asunto a la represión 
de los productores primarios. Parte de inter-
pretar las drogas ilícitas como un problema 
que va más allá del ámbito nacional, pues 
sus efectos se ven a lo largo del mundo; 
por esto, las soluciones deben plantearse 
como políticas globales para anular factores, 
mecanismos y procesos que estimulan los 
procesos de producción, comercialización y 
consumo de drogas, además del lavado de 
activos derivado de estos procesos.
El propósito central de este punto es desar-
ticular las organizaciones criminales y las 
redes dedicadas al lavado de activos, ya 
que para tener una paz duradera y estable 
es necesario abordar y esclarecer el tema 
de la relación de las drogas ilícitas con el 
conflicto, incluyendo al paramilitarismo. 
Como parte de los compromisos adqui-
ridos, el Gobierno Nacional endurecerá la 
lucha en varios frentes contra la produc-
ción de narcóticos, su comercialización y 
los procesos adyacentes a estas. Primero se 
deberá implementar una estrategia de judi-
cialización efectiva en la que se fortalezcan 
y se articulen las instancias y mecanismos 
de investigación y judicialización de estas 
redes de crimen organizado, con medidas 
como la creación de grupos interinstitucio-
nales en estrecha coordinación con otros 
organismos del Estado y el fortalecimiento 
de la cooperación regional e internacional. 
Por otra parte, como mecanismo para desin-
centivar las economías ilegales, el Gobierno 
Nacional pondrá en marcha una estrategia 
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que girará alrededor de la persecución de bienes y activos invo-
lucrados en el narcotráfico y el lavado de activos. Así mismo, 
pondrá en marcha una campaña para promover valores y una 
cultura contra el lavado de activos, y ejecutará efectivamente la 
extinción de dominio y el buen manejo de los bienes y capitales 
incautados, que podrán ser destinados al apoyo de los planes y 
programas contemplados en el acuerdo final.
Además de las estrategias sobre lavado de activos, el Gobierno 
se comprometerá a controlar los insumos del narcotráfico a partir 
de nuevas normas y compromisos de las empresas productoras, 
importadoras y comercializadoras legales de estos químicos, 
sin afectar las actividades de producción lícita. Igualmente, se 
redoblarán los esfuerzos en la lucha contra la corrupción. Y por 
último, al llegar al fin del conflicto, el Gobierno Nacional se 
comprometerá con la creación de espacios de diálogo y reflexión 
regional, y con la programación de una conferencia internacional 
en la Organización de las Naciones Unidas, donde se hará una 
evaluación de las políticas y experiencias previas en la lucha 
antidrogas desde la perspectiva de los productores y consumi-
dores para construir consensos en torno a la política de la lucha 
contra las drogas ilícitas.
En términos gruesos, se 
trata de la enunciación de 
una serie de buenos deseos, 
porque los puntos tratados 
están por fuera del resorte 
de la decisión del Gobierno 
Nacional y porque son 
problemas ya previamente 
identificados, como la 
corrupción, sobre los cuales 
los efectos de las políticas 




Del análisis anterior se desprenden los siguientes hallazgos sobre los 
principales riesgos que puede implicar el narcotráfico en el posacuerdo:
i) Las Farc dejarán un contexto de cultivos en expansión, y eso 
conducirá a que, con una alta probabilidad, las Bacrim y los mandos 
medios y guerrilleros rasos de las Farc que rehúsen desmovilizarse 
compitan por el control territorial. Esta competencia puede llevar 
a un incremento crítico de los niveles de violencia si el Estado no 
copa con sus instituciones los territorios que las Farc controlaban 
como insurgencia armada. Una de las potenciales víctimas son 
los propios desmovilizados de las Farc que ahora como partidos y 
movimientos sociales aspiren a hacer política local. Como también 
lo serán el resto de políticos y activistas de otras tendencias que 
no se acojan a los intereses de las Bacrim.
ii) En la lucha contra el narcotráfico existe evidencia de una mayor 
efectividad de políticas orientadas a eslabones específicos de la 
cadena. En particular, a aquellos donde se genera más valor agre-
gado, como la transformación en cocaína y la comercialización. La 
interdicción y la destrucción de laboratorios se encuentra relacio-
nada con las mayores caídas en extensiones de cultivos ilícitos.
iii) Existan o no grandes operarios internacionales de drogas 
colombianos, las estructuras armadas del tipo de carteles que 
ejercen poder en ciudades y áreas integradas están en declive. 
Existen baby carteles que no son más que operarios del tráfico 
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internacional. Pero estas organizaciones no ejercen un control 
como tal de las otras organizaciones que ejecutan operaciones 
similares o distintas a las suyas que son necesarias para mantener 
el suministro de drogas a los mercados internacionales. Se trata 
solo de ejecutar negocios ilegales y clandestinos. El poder sobre el 
narcotráfico, entendido como la capacidad de imponer decisiones 
a los distintos nodos operativos del negocio, reposa en el control 
armado de áreas periféricas con organizaciones del tipo Bacrim. 
Desde allí se organizan las oficinas de cobros que imponen orden 
entre los narcotraficantes.
iv) Existe un problema de microtráfico relacionado con oficinas y 
combos en las grandes ciudades, pero está cada vez más desligado 
de grandes operarios del tráfico internacional, lo que es una buena 
noticia, pero también puede traer más desorden entre la pequeña 
criminalidad y afectar la seguridad ciudadana. De todos modos 
es importante tener en cuenta que las Bacrim suelen utilizar las 
bandas y combos que controlan el microtráfico para proyectar su 
capacidad de regulación violenta hacia grandes ciudades. El tema 
del microtráfico, por consiguiente, será otra expresión del legado 
de criminalidad que dejó el conflicto luego de tantas décadas.
v) El país está en pañales para combatir y utilizar los recursos del 
lavado de activos de la droga en el posacuerdo. Las cifras de 
captura de lavadores, expropiación de activos, dineros y cuentas 
bancarias son ridículas en comparación con el tamaño del negocio 
y con el esfuerzo en represión que se realiza en otras fases del 
negocio como los cultivos. Esto se extiende a todo el ciclo criminal 
del narcotráfico, donde se evidencia la ausencia de política 
criminal. El Estado tiene que hacer esfuerzos en la articulación 
entre la Policía, el Ejército, fiscales y jueces, en tanto es allí donde 
se logra garantizar la efectividad de las medidas.
vi) Hay que tener mucho cuidado con el plazo de dos años dado en 
los acuerdos a los cocaleros para que remplacen sus cultivos por 
algún producto lícito. Aunque los cultivos sean lícitos entonces, 
la venta de la base de coca atraerá al crimen organizado, lo que 
incrementa el riesgo de que las Bacrim incursionen en territo-
rios donde las Farc aspiren a hacer política legal. Esto se puede 
agravar, en el caso de prosperar iniciativas orientadas a que sea 
el mismo Estado quien compre la hoja de coca a los productores. 
Sin ser perfecta, una solución menos peligrosa sería la compra de 
productos lícitos que sustituyan los cultivos de coca.
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Santander 0 1 6 4 2 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 2 0 0 2 1 0 0 1 12114 12976 14035 14698 15268 12116 12978 14043 14702 15271
Sucre 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 1 0 0 0 0 0 0 0 0 0 2592 2980 3397 3976 3632 2593 2980 3397 3976 3632
Tolima 11 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 2 0 0 0 0 5488 5425 6616 6993 7551 5501 5425 6616 6993 7551
Valle 19 16 24 48 16 2 0 0 0 0 0 2 0 0 1 0 0 0 4 3 0 4 3 0 0 4 7 3 5 1 20881 20519 25368 31522 23385 20906 20548 25398 31579 23406
Vaupés 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 57 61 79 90 104 57 61 79 90 104
Vichada 0 0 0 0 1 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 232 238 239 252 246 232 238 239 252 247
Total 104 136 111 121 103 14 0 0 0 0 0 4 0 1 1 0 0 0 6 4 2 4 13 1 1 27 33 22 28 13 220131 224538 264232 277805 272715 220278 224715 264378 277962 272837
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